 En la ciudad de Pergamino, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial Pergamino, para dictar sentencia en la causa N° 5114-23 caratulada "FERREIRA LUIS ALBERTO C/ BARBIERI MILENA CAMILA Y OTRO/A S/ DAÑOS Y PERJ.AUTOM. C/LES. O MUERTE (EXC.ESTADO)", Expte. 86.156 del Juzgado en lo Civil y Comercial N° 2, se practicó el sorteo de ley que determinó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: Graciela Scaraffia y Roberto Degleue, y estudiados los autos se resolvió plantear y votar las siguientes: 

C U E S T I O N E S:

I) ¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

II) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A la primera cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo:

El Sr. Juez de la anterior instancia hizo lugar a la demanda instaurada por el Sr. Luis Alberto Ferreira, condenó en consecuencia a la Sra. Melina Camila Barbieri y a la citada en garantía Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa Limitada, a abonar al actor dentro de los diez días de notificada la presente, la suma de tres millones ochocientos sesenta y cinco mil doscientos dos Pesos ($3.865.202), con más sus respectivos intereses calculados en la forma establecida en el considerando VIII, a partir de la fecha de la mora (26/12/2020 y hasta el momento de su efectivo pago (S.C.B.A., Ac. 2078, C-95.720 del 15/09/2010 y L-118615 del 11/03/2015) (art. 768 C.C.C.N.).  Aplicó las costas a la parte demandada y a la citada en garantía, que resultan vencidas.  Difirió la regulación de honorarios de los letrados intervinientes y de los peritos, hasta que medie firme la respectiva liquidación de intereses y gastos.-

Tal decisorio fue objeto de los recursos de apelación por la parte actora (26-9-2023) y por la demandada y citada en garantía (22-9-2023), concedidos libremente y con efecto suspensivo el día 27-92023 y 26-9-2023 respectivamente.  Elevados los autos a esta Alzada con fecha 21-11-2023 se ordenó expresar agravios a la parte actora, quien los fundó el 22-11-2023.  El día 28-11-2023 se ordenó expresar agravios a la parte demandada y citada en garantía, quien los fundó 12-12-2023.  Con fecha 14-12-2023 se ordenaron los traslados recíprocos.  19-12-2023 la parte actora evacuo dicho traslado.  28-12-2023 no habiendo la parte demandada y citada en garantía evacuado el traslado conferido, se les dió por perdido el derecho dejado de usar y se llamo autos para dictar sentencia, providencia, que firme a la fecha deja la causa en condiciones de ser fallada.-

a) La parte actora se duele de la cuantificación dada al rubro daño moral estimándolo escaso, aduciendo que no guarda razonabilidad con el daño sufrido y el principio de una reparación plena; y en otro punto ataca la desestimación del rubro lucro cesante señalando que no ha sido meritada la prueba testimonial en vulneración del art. 1738 del CCCN.-

b) La parte demandada apontoca su queja sobre la atribución de responsabilidad manifestando que la prioridad de paso la tenía la demandada y no el actor Ferreyra, invocando cita de fallos de la SCBA.  Y en otro punto se duele del rubro daño moral argumentando que es abusiva la cifra otorgada.-

c) Entrando a resolver el tópico puesto en crisis relativo a la responsabilidad y la pretensión del demandado quejoso  sosteniendo que le asistía la prioridad de paso en tanto circulaba por la derecha, por sobre el actor que venía desplazándose por una Avda..  Se motiva en que "la norma de aplicación no refiere como excepción de la prioridad de paso de quien se presenta en la bocacalle por la derecha a los vehículos que circulan por vía de mayor jerarquía, sino que limita la misma solamente a quienes lo hacen por semiautopistas".-

Este Tribunal en reiterados precedentes a los cuales acudo en forma de cita, puesto que se trata de principios aquí aplicables ha dicho que "En cuanto al problema de la prioridad de paso en las avenidas, hay que señalar que si bien es cierto que en la causa “Prates” y “Silva” (ver Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Pergamino, “Prates, Patricia Beatriz c/ La Caja de Seguros S.A. y otro/a s/ Daños y Perj. Autom. s/ Lesiones (Exc. Estado)”, 13/09/2016, Autos n° 2679, Registro N° 81/2016; “Silva, Franco Pablo Alejandro c/ Lacaba, Franco Lautaro y otros s/ Daños y Perj. Autom. c/ Les. O Muerte (Exc. Estado)”. Autos N° 2825-16, Registro N° 83/2017 29/06/2017) esta Cámara se había hecho eco de los fundamentados expresados en el precedente “Saborido” (cf. Cámara de Apelaciones de La Plata, Sala II, “SABORIDO, JUAN CARLOS c/MASTER 1 SRL Y OTRO s/DAÑOS Y PERJ. AUTOM. C/LESIONES (EXC. ESTADO)”, causa 118.034, 16/12/2014) en concordancia con el cual terminó por admitir la prioridad de paso de quien circula por la vía de mayor jerarquía con base en una interpretación finalista del art. 41 de la ley provincial de tránsito, el estado actual de la cuestión nos conduce inexcusablemente a reconsiderar la cuestión.-

Es que, con posterioridad al fallo platense, la doctrina legal de la SCJBA aportó definiciones contundentes en relación al tema en tratamiento. Así, en “Rearte”, el Máximo Tribunal Provincial sostuvo categóricamente que la prioridad de paso le asiste a quien conduce por la derecha, y la excepción (en lo que a las vías de mayor jerarquía refiere –inc. d art. 41 de la ley 24.449 a la que adhiere la Provincia de Buenos Aires-) abarca exclusivamente a quienes circulan por una semiautopista.  El mencionado criterio fue ratificado ulteriormente por la Corte Provincial en las causas “Canales” y “Flamenco” (cf. SCBA, “Rearte, Walter Edgardo contra Chere, Miguel Angel y otro. Daños y perjuicios”. Causa C. 118.128, 08/04/2015, “Flamenco, Ceferino Alfredo contra Giménez, Hugo Daniel. Daños y Perjuicios”, causa C. 121.006, 30/05/2018; “Canales Riesco, María Lorena contra Gonnet, Jorge Néstor y otro. Daños y Perjuicios”, causa C. 120.890, 18/04/2018).-

En función de lo expuesto, la actual doctrina legal de la Corte es conteste en que el art. 41 de la ley 24.449 inc. d vigente en el ámbito provincial por la ley de adhesión 13.927 no excepciona a quién transita por una avenida de la prioridad de paso que recae en cabeza de quien circula por la derecha.-

Teniendo en cuenta la vinculatoriedad relativa de la doctrina legal de la SCJBA para los tribunales inferiores, entendemos que, en principio, corresponde ajustarse al temperamento interpretativo del Máximo Tribunal provincial según el cual las avenidas no constituyen un supuesto de excepción a la prioridad de paso establecida en la normativa provincial (cf. SCBA, “Rearte, Walter Edgardo contra Chere, Miguel Angel y Otro s/ Daños y perjuicios”, causa C. 118128, 8 de Abril de 2015).-

Sin perjuicio de lo expuesto, consideramos que la doctrina legal de la SCJBA no es incompatible con una interpretación finalista y sistémica del art. 41 que permita flexibilizar el alcance de la prioridad de paso cuando quien circula por la derecha ingresa a una avenida.-

En sustento de la télesis propugnada, la propia SCJBA ha reconocido en las recientes sentencias mencionadas que: “La prioridad de paso que asigna el art. 57 de la ley 11.430 si bien –en principio- es absoluta, no puede ser evaluada en forma autónoma sino por el contrario imbrincada en el contexto general de las normas de tránsito, analizando su vigencia en correspondencia con la simultánea existencia de otras infracciones y en correlación, también, con los preceptos específicos del Código Civil que disciplinan la responsabilidad por daños” (cf. SCBA, causa C 120.890, “Canales Riesco, María Lorena c/ Gonnet, Jorge Néstor y otro. Daños y perjuicios”, 18/04/2018).-

En este dirección, compartimos los fundamentos expresados por la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Azul en la causa “López”, en el sentido que, sin desmedro de la prioridad de paso que le corresponde al conductor que circula por la vía de la derecha, “la regla general (art. 41 inc. d ley 24.449) debe armonizarse con el principio cardinal que rige la circulación vial y que se expresa como mandato abierto e indeterminado: circule de manera de no dañar a otro, con la máxima cautela y previsión, de modo que tenga el control de su vehículo sin entorpecer la circulación ni afectar la fluidez del tránsito”.-

Amparados en tal convicción, consideramos que la síntesis jurídica lograda por la Sala II de la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Azul en la causa “Degano”, trasunta una derivación razonada y armónica del derecho vigente, lo que motiva nuestra adhesión al criterio sentado: “La conjugación de la regla (prioridad de paso de quien ingresa por la derecha a una avenida) y el principio o enunciado normativo (prioridad de paso de quien circula por la avenida) puede formularse sosteniendo que el conductor que circula por la derecha por una calle o arteria común y accede a una avenida o ´vía principal´, como lo decía la legislación derogada, generalmente de doble mano y de tránsito más frecuente y rápido, debe ejercer su derecho a procurar el cruce (interfiriendo de esa manera en la fluidez vial y entorpeciendo la circulación vial) cuando las circunstancias y condiciones del tránsito lo permitan, sin riesgos para sí o para terceros (arts. 9, 10, 1710 inc. b y concs. CCCN)” (Cf. Cámara de Apelaciones de Azul, Sala II, “Degano, Alejandro Eduardo y otro c/ Godoy, Juan Cirilo y otros s/ Daños y perjuicios”, causa n° 62.504, 25 de Septiembre de 2018).-

A mi criterio, la interpretación propiciada no sólo no es incompatible con el criterio adoptado por la SCJBA en las citadas causas “Rearte”, “Flamenco” y “Canales”, sino que además encuentra apoyatura directa en el voto en disidencia del Dr. Negri en los últimos dos precedentes aludidos, para quien resulta insoslayable tener en cuenta la condición de la avenida como vía de mayor jerarquía a la hora de construir la solución jurídica aplicable al caso: “En conclusión, un principio no puede inferirse sólo de una norma, que lo expresa fragmentariamente (a veces en concurrencia con otros principios), sino de todo el conjunto de normas (…) En esas condiciones, en un examen sistémico cobra entidad el razonamiento de las disposiciones que rigen el tránsito, el cuidado y la diligencia necesarios para que sucesos perjudiciales no se produzcan (…)”. (SCBA, “Flamenco, Ceferino Alfredo contra Giménez, Hugo Daniel s/ Daños y perjuicios”, causa C 121.006, 30 de mayo de 2018).-

En suma, considero que debe prevalecer la interpretación según la cual quien circula por una avenida lo hace asistido por la convicción de que, sin tener un bill de indemnidad, goza de preferencia de paso con relación a los automovilistas que pretenden acceder a ella desde una calle lateral, especialmente cuando la avenida es de doble mano.-

Así pues, concluyo que, en el ámbito de la ley de tránsito 13.927, el ejercicio legítimo de esa prioridad de paso únicamente será reputado tal cuando se encauce dentro del debido respeto al deber genérico de prevención y cuidado (art. 39 inc. b ley 24.449), en la velocidad precautoria que supone no sólo el dominio total del vehículo sino también no entorpecer la circulación (art. 50 de la ley citada) y el deber de evitar daños a las personas o cosas como consecuencia de la circulación (art. 64, segunda parte in fine de la ley citada, y art. 1710 inc. a del Código Civil y Comercial de la Nación).  En la práctica, ello supone aminorar la marcha y permanecer detenido hasta comenzar recién a trasvasar la avenida cuando el paso se encuentre expedito, y esa maniobra de interferencia en la fluidez vial de una calle de mayor importancia cualitativa y cuantitativa (por la densidad de la circulación, por la mayor velocidad permitida, por la expectativa que suscita en los restantes automovilistas) pueda ejecutarse sin riesgo para terceros.-

En síntesis, relatada la compleja evolución del tema y los precedentes judiciales que le han ido dando forma, se desprende que si bien la doctrina legal de la Corte se halla imperante, la misma no debe ser interpretada en forma inconexa y aislada, sino en diálogo abierto con los principios y reglas generales que rigen el tránsito vehícular como así también con las pautas de integración hermenéutica que la propia Casación Provincial ha sentado en esta materia. Todo ello me lleva a concluir que en el ámbito de la ley de tránsito 13.927, el ejercicio legítimo de la prioridad de paso por quien circula por la derecha al ingresar a una avenida únicamente será reputado tal cuando se encauce dentro del debido respeto al deber genérico de prevención y cuidado (art. 39 inc. b ley 24.449), en la velocidad precautoria que supone no sólo el dominio total del vehículo sino también no entorpecer la circulación (art. 50 de la ley citada) y el deber de evitar daños a las personas o cosas como consecuencia de la circulación (art. 64, segunda parte in fine de la ley citada, y art. 1710 inc. a del Código Civil y Comercial de la Nación).  En este sentido, se ha pronunciado este Tribunal en la causa: "AMATO CARLOS RUBEN C/ BATTAGLINO LUIS Y OTROS S/DAÑOS Y PERJ. AUTOM. C/LES. O MUERTE (EXC. ESTADO)", Expte. 3413, del 19 de marzo de 2019, Registro N° 30 /2019).-

Desde aquí entonces no caben dudas que la queja enderezada a modificar la atribución de responsabilidad no ha de ser recibida confirmando lo dicho por el aquo en este punto (arts. 1708, 1716, 1717, 1721, 1722, 1723, 1726, 1734 y ccs de CPCC y su doctrina.-

En punto al daño moral y su cuantificación que viene apelado por ambas partes, he de reiterar conceptos vertidos por este Tribunal en autos autos N° 2711-16 caratulados "RESTAINO, BEATRIZ EMILCE C/ RASUK, ARIEL Y OTROS S/ DAÑOS Y PERJ. DEL./CUAS.(EXC. USO AUT. Y ESTADO), aplicables en la especie.- 

Sabido es que la cuantificación de los rubros es tarea privativa del juzgador, dentro del marco del art. 165 del CPCC y desde aquí, se observa que el monto fijado guarda proporcionalidad y razonabilidad con las circunstancias fácticas exigidas.  Se ha dicho reiteradamente por nuestro Supremo Tribunal Provincial que "La determinación de las sumas inemnizatorias en concepto de daño moral no está sujeta a reglas fijas.  Su reconocimiento y cuantía depende -en principio- del arbitrio judicial para lo cual basta la certeza de que ha existido, sin que sea necesaria otra precisión; constituyendo una típica cuestión de hecho, privativa de los jueces de la órbita ordinaria que no es revisable en la instancia extraordinaria, salvo que se denuncie y demuestre el absurdo" SCBA LP C 108654 S 26/10/2016 SCBA C 110722 SCBA LP C 111627 entre tantas otras.-

Resulta ilustrativo lo reseñado por Matilde Zavala de González cuando señala que el daño moral es imposible de ser mensurado del mismo modo que el material, pero es factible de "hacerlo por una vía no menos real aunque inmaterial: con la balanza de la mente y el metro del espíritu" (Actuaciones por daño).  De tal modo que la valoración de la entidad y circunstancias correspondientes al damnificado son pautas clarificadoras para la existencia y magnitud, y en la especie bien meritadas por el operador de primera instancia.-

Claramente señalan los precedentes y la más prestigiosa doctrina, cuya síntesis expone Silvia Tanzi en "Rubros de la cuenta indemnizatoria de los daños a las personas" que "Respecto del rubro daño moral, en el ámbito extracontractual, nuestra jurisprudencia entiende que no se requiere de prueba acabada, se lo tiene por acreditado por la sola acción antijurídica y lo considera una prueba in re ipsa que surge del hecho mismo" Cfr pág. 93.  El rubro tiende a resarcir aquella tranquilidad de espíritu que el ordenamiento jurídico protege en la esfera extrapatrimonial de los sujetos.-

La suma otorgada aparece razonable teniendo en cuenta los parámetros aludidos y desde aquí se confirma (art. 165 del CPCC y su doctrina y arts. 1740, 1741 y ccs del CCCN).-

Respecto del lucro cesante se duele la actora en tanto fue desestimado por el juez de grado por falta de acreditación suficiente (art. 375 del CPCC y su doctrina), controvirtiendo en los agravios este punto en tanto sostiene la doliente que se omitió la valoración de prueba testimonial y hay una errónea inferencia de los hechos.-

 Cabe recordar que es criterio sostenido por esta Alzada -tal como lo adelantara el operador- que aquel rubro conceptualmente es la ganancia y utilidad dejada de percibir por el damnificado como consecuencia del acaecimiento de un hecho ilícito (arts. 519 y 1.069 Cód. Civil).-

Es decir, que para la configuración de tal rubro resulta necesario la existencia de una suficiente relación causal entre la inactividad de aquel y los beneficios que se dicen malogrados.-

Siguiendo las enseñanzas de Matilde Zavala de Gonzalez en su libro "Resarcimiento de los daños" T II "equivale al cercenamiento de las utilidades o beneficios materiales suceptibles de apreciación pecuniaria, es decir, a la pérdida de algún enriquecimiento valorable desde una óptica económica.-Debe ser cierto, pero esta certeza es siempre relativa, pues se apoya en un juicio de probabilidad que comprende lo verosímil, sin llegar a lo seguro, necesario o infalible".  Y si bien, subraya la autora citada "no puede ser categórico, se requiere el aporte de circunstancias objetivas que autorice a inferirlo, debiendo descartarse el que sólo reposa en las aspiraciones, deseos o imaginación de la víctima, sin real sustento material en los hechos".-

No se advierte desde aquí una errónea valoración de la prueba allegada  ni una errónea inferencia de los hechos y circunstancias de la causa como endilga la quejosa, para modificar lo decidido negativamente en este punto, propiciando desde aquí el rechazo del rubro.-

Por las razones dadas, citas legales de referencia y con el alcance indicado,

VOTO POR LA AFIRMATIVA.-
A la misma cuestión el señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

A la segunda cuestión la señora Jueza Graciela Scaraffia dijo: De conformidad al resultado habido al tratarse la cuestión precedente, estimo que el pronunciamiento que corresponde dictar es: 

Desestimar los recursos de apelación de la parte actora y demandada, confirmando la sentencia de grado en todas sus partes.-

Las costas se imponen a la parte demandada, en tanto se ha mantenido el progreso casi total de la demanda (art. 68 del CPCC y su doctrina).-

Diferir la regulación de honorarios de letrados y peritos hasta tanto obre en autos liquidación firme (art. 51 ley 14.967).-

ASI LO VOTO. 
A la misma cuestión el señor Juez Roberto Degleue por análogos fundamentos votó en el mismo sentido.-

Con lo que terminó el presente Acuerdo, dictándose la siguiente;

S E N T E N C I A:
Desestimar los recursos de apelación de la parte actora y demandada, confirmando la sentencia de grado en todas sus partes.-

Las costas se imponen a la parte demandada, en tanto se ha mantenido el progreso casi total de la demanda (art. 68 del CPCC y su doctrina).-

Diferir la regulación de honorarios de letrados y peritos hasta tanto obre en autos liquidación firme (art. 51 ley 14.967).-

Regístrese. Notifíquese por Secretaría (Ac. 4013 SCBA) remitiéndose copia digital de la presente sentencia a los domicilios electrónicos de las respectivas partes. Devuélvase.-
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